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riamente desfavorable a la efectividad del acceso a la
jurisdicción, conduce a una ablación del derecho fun­
d~mental ~el ac!or. a ~a ~utela judicial efectiva, al impe­
dirle reaccionar Junsdlcc!onalmente frente al comporta­
miento pasivo de la Administración en defensa de sus
derechOs e interés .legítimos~ .La presente demanda de
amparo hade ser, en consecuencia, estimada.

_ 5. Queda, no obstante, por determinar el alcance.
de nuestro fallo. A juicio del Ministerio Fiscal, bastará
c?n anular la Sente.ncia impugnada y ordenar que se
dicte otra por la propia Sala Tercera del Tribunal Supremo
entrando en el fondo del asunto, para reparar la lesión
del derecho a la tutela del demandante, Sin embargo,
como se desprende de las actuaciones 'obrantes ante
este Tribunal, el recurso de apelación promovido por
la Abogacía del Estado ante el Tribunal Supremo versaba

" exclusivamente, al igual que había hecho en instancia,
sobre la no aplicación por la Sala de .instancia de la
c~l.:Jsa de. inadmis.ión prevista en el art. 82 c) L.J.C.A.,
Sin cuestionar los demás pronunciamientos contenidos
en su Sentencia. Siendo este el petitum al que debemos
ceñirnos, resulta en este caso improcedente la retroac­
ción ~el proceso para que el Tribunal Supremo se pro- .
nuncle de nuevo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Vicente L10rca
Savall y, en consecuencia:

1.° . Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva
ex arto 24. 1 C.E.

2.° Restablecerle en la integridad de su derecho fun­
,d~,mental y anular. la Sentencia de la Sala Tercera (Sec­
clan Sexta) del Tnbunal Supremo, de 22 de febrero de.
1993. .'

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.-José Gabaldón
López.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal Allende;-Julio Diego González Cam­
pos.-Carles ViverPi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.

22477 Sala Segunda. Sentencia 137/1995, de 25
de septiembre de 1995. Recurso de amparo
1.034/1993. Contra Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo que estimó
recurso de casación interpuesto por el Colegio
de Odontólogos de Cataluña contra Sentencia
absolutoria· de la Audiencia Provincial recaída
en causa por el delito de usurpación de fun­
ciones. Supuesta vulneración de los derechos
a la igual'!ac!.y .al',!rincipio de legalidad penal:

. potestadJUflsdlcclQnal t!e Jueces y Tribunales.

La Sala Segunda del -Tribunal Constitucional, com­
puesta po"r don Jos~ Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam-

pOs, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA'

Efl el recurso de amparo núm. 1.034/93, interpuesto
por eJon Norberto Manzanares Mayandía, representado
p~r el Procurador don Felipe Ramos Arroyo y bajo direc­
clan del. Letrado don Eugenio Gay. Montalvo, contra la
Sent~ncla de la Sala Seg~,nda del Tribunal Supremo
recalda en recurso de casaclon 3.561/90. Ha intervenido
el Minist~rio Fiscal y ha ~ido parte er Colegio Oficial
de. Odontologos y Estomatologos qe Cataluña, represen­
tado por el Procurador don Alejandro González Salinas

.y baj.o la dirección del Letrado don Antonio Gorrita Torres.
Ha Sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el 5 de abril de 1993, el Procurador
don Felipe .Ramos Arroyo, en nombre y representación
de don Norberto Manzanares Mayandía, interpuso recur­
so de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda
del Tribunal Supremo de fecha 5 de febrero de 1993
recaída en el recurso de casación 3:561/90. '

2. Los hechos en los que se fundamentala demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

. a) El recurrente, Médico en posesión del Título de
Mediciná y Cirugía expedido en Madrid el13 de octúbre
de 1985, al menos desde el año 1986 tenía úna consulta
donde re.alizaba actividades de diagnóstico y tratamiento
de patologías bucales, para lo que procedió en ocasiones
a r~ extracciÓn de piezas dentarias a' algunos de sus
pacientes.

b) El Juzgado de Instrucción núm. 1 de Hospitalet
instruyó diligencias previas con el núm. 1.092/89 contra
el recurrente y, una vez conclusas, las remitió a la Audien­
cia Provincial de Barcelona que, con fecha 16 de mayo
de 1990; dictó Sentenéia en la que absolvía al Sr. Man­
zanares Mayandía del delito de usurpación de funciones
por el que venía siendo acusado. .

c) Contra la anterior resolución, el Colegio Oficial
de Odontólogos V Estomatólogos de Cataluña, que inter­
venía como acusación particular, interpuso recurso de
casación. La Sala Segunda del Tribunal Supremo por
Sent~ncia de 5. de febrero de 1993, declara haber íugar
al pnmer motivo del recurso, anulando la resolución
impugnada y dictando una nueva Sentencia de la misma
fecha por la que se condenaba al recurrente como autor
crimina!mente responsable ~e un delito d~ usurpación.
de funCiones, a la pena de seis meses y un día de prisión
m,en~r, con accesorias de sus~ensión de todo cargo
publico y del derecho de sufragiO durante el tiempo de
la condena, a la multa de 30.000 pesetas con arresto
sustitutorio de un día en caso de impago, y al pago
de las costas procesales, incluidas las de la acusación
particular.

. 3.. El recurre~te imputa a la resolución judicial
ImRugnada dos leSiones constitucionales: la del principio
de Igualdad (art. 14 C.E.) y la del principio de legalidad
penal (art. 25.1 C.E.).

a) .En cuanto a la lesión del principio de igualdad,
alega el actor que la Sentencia del Tribunal Supremo
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impediría el ejercicio. de la profesión de Odontólogo en
España a nacionales que, como él, cumplen los requisitos
establecidos en el arto 19 bis de la Directiva del Consejo,
de 25 de julio de 1978, sobre el reconocimiento recí­
proco de los diplomas, certificados y otros títulos de.
Odontólogo (78/686/CEE), pudiendo, por lo.tanto, prac­
ticar la Odontología en cualquiera de los Estados miem-

,bros de la CEE. La resolución judicial recurrida implicaría
la absurda conclusión de que.un Licenciado en Medicina
que, como el actor, cumple los requisitos transcritos
podría ejercer como Odontólogo en los países de la
Comunidad, pero no en España.

Añade el demandante que el art. 19 dé dicha Nor­
mativa r referido a Italia, tiene' un contenido idéntico al
transcrito 19 bis, de tal manera que «un na.cional, español
que está en posesión del título que le permite el acceso
y ejercicio de la profesión de Médico· en Italia, y que
cumple con los requisitos del arto 19 de la Directiva
78/686, puede beneficiarse de lalibre'circulación comu­
nitaria y ejercer de Odontólogo en España, mientras que
un nacional español, que está en posesión del título de
Licenciado en Medicina y Cirugía (equivalente al italiano),
y que cumple con .Ias condiciones del art. 19 bis de
la Directiva, no podría ejercer como Odontólogo en Espa­
ña», lo que el recurrente considera una evidente dis­
criminación contraria al art. 14 C.E.

Argumenta además el actor que, si. bien, en principio,
las disposiciones comunitarias no se aplican a las situa­
ciones internas, según reiterada jurisprudencia del Tri­
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el nacio­
nal de un E~tado miembro puede beneficiarse de las
Disposiciones contenidas en la Nor.mativa Comunitaria
para poder acceder y ejercer una profesión del Estado
del cual es nacional.

b) Por lo que se refiere a la denunciada vulneración
d~1 principio de legalidad ~penal (a~t. 25. 1 C.E.), alega
el recurrente que el art. 321 del Código Penal (C.P.),
por el que fue condenado,· con§tituye una norma penal
en blanco que ha de ser integrada acudiendo a preceptos
extrapenales, entre ellos a la Normativa Comunitaria. De
la Directiva 78/686/CEE se derivaría que la conducta
del actor en todo momento se mantuvo dentro de la
legalidad, por lo que su inaplicación por parte del Tribunal
Supremo y la consecuente condena del recurrente
supondría una infracción del art.. 25.1 C.E.

4. Por providencia de 23 de febrero de 1994, la
~ección Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo. A tenor de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, acordó dirigir atenta comunicación a la
Sala Segunda del Tribunal Supremo y a .Ia Sección Nove­
na de la Audiencia Provincial de Barcelona para que
remitiesen, respectivamente, certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes al recurso
de casación núm. 3.561/90, en el que recayó Sentencia
en 5 de febrero de 1993 y de las actuaciones corres­
pondientes a la causa núm. 1.092/89, procedente del
Juzgado núm. 1 de Hospitalet, en el que recayó Sen­
tencia en 16 de mayo de 1990; interesándose al propio
tiempo el emplazamiento de cuantos hubieran sido párte
en el procedimiento judicial, excepto del solicitante de
amparQ, para que en el plazo de diez d,ías pudieran com­
parecer en el presente proceso constitucional.

5. Mediante providencia de 23 de febrero de 1994,
la Sección acordó que se formara la oportuna pieza sepa­
rada de suspensión. Tramitado el incidente de sUspen­
sión, la Sala Segunda de este Tribunal, por Auto de 21
de marzo de 1994, acordó la suspensión~de la ejecución
de la pena privativa de libertad impuesta al recurrente,
así como de las accesorias de suspensión de todo cargo

, público y .del' derecho, de sufragio durante el tie'mpo de

la condena, y no suspender .la ejecución en cuanto a
la multa de 30.000 pesetas impuesta y el pago de las '
costas.

6. Por escrito de fecha de entrada en el Registro
de este Tribunal de 24 de julio de 1·994, el Procurador
don Alejandro González Salinas, en nombre y represen­
tación del Colegio' Oficiar de Odontólogos y Estomató­
logos de Cataluña, suplica a es-te Tribunal que se le tenga
por comparecido y'parte en -el presente proceso cons-
titucional de amparo. . -

7. Por providencia de 30 de junio de 1994, la Sec-
- ción Tercera acordó tener por personado y parte en el

procedimiento al Procurador _don Alejandro González
Salinas en nombre y _representación de1 Colegio Oficial
de Odontólogos y Estomatólogos de Cataluña, acordán­
dose entender con él las sucesivas ~ctüaciones, así como
acusar recibo a la Sala Segunda del Tribunal Supremo
y a la Audiencia Provincial de Barcelona de las actua­
ciones remitidas. También acordó dar Vista de las mismas
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal por el plazo
común de veinte días para que presentaran las alega­
ciones que estimasen opo~tunas, conforme al arto 52.1
de la LOTC.' - _

8. El 27 de julio de 1994 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal el escrito de alegaciones del
recurrente. En él, además de reproducir los argumentos
esgrimidos en la demanda de ampa.ro, el actor hace hin­
capié en que ya antes de la adhesión de España a la
Comunidad Europea los Licenciados en Medicina y Ciru­
gía estaban habilitados para ejercer todas las actividades
del campo de la Odontología, fueran o no Especialistas
en Estomatología, reconociéndolo así la propia Ley_
10/1986, de -17 de marzo, por la 'que se crea la carrera
y licenciatura de Odontología, separándola dela de Medi­
cina, y reconociendo el .derecho de los Médicos que
hubieran practicado la Odontología a seguir ejerciendo
tal actividad. Esta posibilidad vendría reconocida por la
Normativa Comunitaria reiteradamente citada. Además
adjunta el actor, para adverar tales afirmaciones, la carta
de la Comisión de las Comunidades Europeas remitida
en respuesta a la consulta del Colegio Oficial de Médicos
en la cual expresamente se afirma que, como se deduce
del mencionado art. 19 bis, «estos médicos no tienen
que estar en posesión del título de Médico Especialista
en Estomatología)),- concluyendo que «el art. 19 bis se

. introdujo en la Directiva J8/686/CEE porque, antes de
la adhesión a la CEE, en España no existía la profesión
de Odontólogo y tampoco existían estudios conducentes
a la obtención del título de Licenciado en Odontología».

9. La representación del Colegio Oficial de Odontólo­
gos y Estomatólogos de Cataluña presenta sus alega­
ciones el 27 de julio de 1994. Comienza el escrito
poniendo de manifiesto la posible concurrenCia de dos
motivos de inadmisión de la demanda; En primer lugar,
el recurrente en ningún momento del proceso penal alu­
dió a la vulneración de precepto constitucional alguno,
por lo que no concurriría el requisito de la invocación
en el proceso judicial del derecho fundamental vulne­
rado. Por otra parte, el Sr. Manzanares tampoco habría
agotaelo los recursos utilizables dentro de la vía judicial,
en concreto, el recurso de revisión contra la Sentencia
impugnada, sobre la base de lo· establecido en el arto
954.4 de la Ley de Enjuici~miento Criminal (L.E.Crim.).

Continúa ofreciendo una pormenorizada descripción
del desarrollo legal de la Onto-estomatología en España,
con. el fin de probar que en nuestro país, desde el siglo
pasadQ, los médicos nunca han podido ejercerla Odon­
tologéa si. no di,spooían de la titulación d~ especialista,
en contra. de lo que afirina el recurrente:. Asimismo, se
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citan varias Sentencias del Tribunal Supremo en las que
se argumenta la condenad!3 quienes, co")oel actor,
ejercían ,ilícitamente la profesión ge Estomatologo.

Por otra parte -se añade-, si bien es, cierto. que los
arts. 19 y 19 bis. de la Directiva ?8/686/CEE. formal­
mente exigen ,las mismas condicl~:»nes alostltulad~s
italianos y españoles para poder ejercer fuera del p.a.IS
expedidor del título, .el recu'rrente no ofrec:e un término
válido de comparación, puesto que d~bena ~~ber apor­
tado la legislélción italiana cuyo estudl~ p~rmltlera cons­
tatar los requisitos real~s a cuyo cumphmlen~o se subor­
dina la posibili9ad. de ejercer com~ O~ontoloQo fuera'
de Italia. En cualqUier caso, en Espana .solo podna haber
conseguido tal acreditación lun Médico EstomatÓlogo,
pues, hasta que se vuelve a ~re.ar en 1986',1a c~rrera
de Odontología, éstos eran los unlcas que podlan ejercer
lícitamente tal actividad. Esté! afirmación queda plena-·
mente probada por el Real De~r~to 675/1992,. por ,el
cual se, reproducía la transposlclon de la menCionada
Directiva 78/686. '

La representación del Colegio Oficial de Odontólogos
y Estomatólogos de Cataluña concluye s~salegacione~,
respecto al primerm9tivo del recursC?, pO~I,endo de mani­
fiesto que sería precisamente la estlmaClon del amparo
lo que generaría un~ auténtica desigualdad, pues supon­
dría reconocer la pósibilidad de ejercer como Odontólogo
a cualquier Licenciado en Medicina, con ~I consiguiente
trato' discriminatorio' respecto a los MédiCOS Estoma.t6­
logosque paraeUo han tenido además que cursar vano.s
años de especialización y respecto a los que, .a partir
de 1986, han cursado cinco años de Odontología.

Sobre la presunta vulneráción .del apartado 1.°.•del
arto 25C.E. se alega que el, Sr.' Manzanares fundamenta
su demanda en la inaplicación por el Tribunal, Supremo
de un precepto, el arto '19 bisde lamenciol1ada,Direc~iva,
en el que en modo alguno su conducta sena subsumlble,
dado que ni acredita haber ejercido la Odontologfa de
forma lícita, ni haber estudiadQ los tres años a los que
hace referencia dicho artículo.
. Se cQncluye interesan~o la deneQación. ~~I amparo,
la condena en CO$tas, aSI como, la ImpoSIClon de una
multa por: mantener el recurrente posiciohes totalmente
infundadas. '

10. El Ministerio Fiscal, por. escrito registrado en
esté Tribunal el 12 de septiembre de 1994, interesa
la desestimación del amparo. Por lo que se refiere al
primer motivo del recurso, comien~a poniendo, de ~ani­

fiesto que al respecto, el actor r~ahza l!nas aleg~9lones
nuevas que no hizo en su escnto de 1mpugnaclon.~el
recurso de casación. En cuanto al fondo de la cuestlon,
el Ministerio Púhlico contradice la interpretación que de
la Disposición transitoria segund~ del Real Decr~to
675/1992 hace el recurrente, segun la cual se autonza
a los Médicos españoles a ejercer como Odo'ntólogos
únicamente'con el Título de Medicina y tres años ~e

ejercic,io dentrC? de ~st~ esp~cia}i~ad,«ya que esta D~s­
posicion se' refiere ,'al eJerclcl~ liCito ~e la Odc:mtolC?gla,
y, en España, antes de la creación del Titulo de Llc..mclado
en Odontología (1986~ y después ~e 1948, pa.ra poder
ejercerla eran necesanos nueve anos de MediCO Esto­
matólogo. O sea, no era lícito el ejercicio de la Odon­
tología sÓlo con el título de Médico», lo que queda paten­
te en el Preámbulo ,del Re,al Decreto 970jt!}86, de, 11
de abril, y 'así, lo .púso de relieve este, Tribunal en su
STC 221/1988. '

Según el Fiscal car~cería asimi~mo de fundamento
la invocación del prinCipio de legahd~d (art.25.1 C.E.).
La calificación judicial dada por el, ~rlPu.nal Supromo a
la conducta del-recurrente no es arbltraraa y P9see apo­
yatura 'Iegal, por lo que hade considerarse como una

cuestión de legalidad ordinaria carente de trascendencia
constitucional.

11. Por providencia de 21 deseptiembre de 1~95
se señaló para'deliberación y fallo del presente recurso
de amparo el día 25 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo .se dirige contra
la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo,
de 5 de febrero de 1993, por la .que' se estimaba !31

'recurso de casación interpuesto contra la Sentencia
absolutoria 'de instancia y sé condenaba al recurrente
como autor de un delito de usurpación de funciones,
previsto y penado en el arto 321 C.P., al considerar pro­
bado y subsumible en dicho tipo delictivo que el actor,
en posesión del título de Medicina y Cirugía, al menos
desde el año 1986 tenía instalada una consulta donde
realizaba actividades de diagnóstico y tratamiento de
patologías bucales, ~~ra lo 9ue proced~óen distin~~s
ocasiones a la extracclon de piezas dentarias. Resoluclon
judicial a laque ~I recurrente imputa u!'a doble lesión
constitucional: la del principio de legalidad penal (art.
_~5.1 G.E.) y la del princ~io de igual~ad (art.14 C.E.).

2. .Antes de abordar el fondo de las cuestiones plan­
teadas procede no obstante dilucidar si, tal como. pus~
de manifiesto la representación procesal del ColegiO Ofi­
cial de Odontólogos y Estomatólogos de, Cataluña en
su escrito de alegaciones, en la present~ demanda de
amparo con,curren fas motivos de inadn:tisión previstos
en los arts. 44.1 a) y 44.1 c), en relaCión ambos con
el art. 50. 1- a), todos ellos de la Ley Orgánica' de este
Tribunal. ,

Por lo que se refiere a la invocación en el proceso
judicial previo al amparo del derecho fundamental vul­
nerado [arto 44.1 c) LOTC], este r~quisito ha d~ rel?utarse
satisfecho, en cuanto las" leSiones constitucionales
denunciadas por el recurrente habría.n si.do inferidas por
'el Tribunal Supremo en la Sentencia fume queponfa

, fin al proceso judicial, no siendo exigible la inv~~aci?n
de un derecho fundamental cuando su vulneraclon aun
no se ha producido, y ello de acuerdo con el, tenor lite~al

del arto 44. 1 c) LOTC y con la finalidad de dicha exigenCia,
que no es otra sino la de posibilitar el restablecimiento
del derecho constitucional transgredido dentro de la pro-
pia jurisdicción ordinaria. " .

Por lo que respecta a la causa de inadmisión prevista.
en el arto 44. 1 a) LOTC, tampoco puede coincidirse con
el Colegio Oficial. de Odontólogos y Estomatólogos de
Cataluña cuando su representación procesal afirma que
el recurrente no agotó todos los recursos utilizables den­
tro de la vía judicial, al no haber formulado, recurso de
revisión" contra la Sentencia impugnada en amparo. En
contra de. lo qúe alega esta parte, la proceden~ia d!31
recurso extraordinario de revisión contrata Sentencia
del~Tribunal Supremo no escni mucho menos evidente,
en este caso, por lo'que ha de reputarse cumplido el
cuestionado requisito de admisibilidad, ya que, según
consagrada jurisprudencia de este Tribunal, el recurrer:'te
no ~stá oblig~?o a ytilizar en cada caso t~dos los mediOS
de Impugnaclon eXistentes' en el ordenamiento, bastando
con aquellos que normalmente puedan ser considerados
como ,prOcedent~s de acuerdo cC?n la leQi~lac.ióf) pro­
cesal, sin neceSidad de complejOS análiSIS jundlcos
(SSTC 114/1986, 4811989, 50/1990, 172/1991,
142/1992, entre otras). .

3. Procede,' pues, entrar en el examen de las quejas
planteadas en la demanda de amparo. Por lo que afecta
a la presunta infracción del principio de legalidad penal,
alega el recurrente que el tipo previsto é!", el art. 321
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C.P., por el cual fue castigado, constituye una norma
penal en blanco que ha de ser integrada acudiendo a
preceptos extrapenales, concretamente a la Directiva del
Consejo de las Comunidades Europeas 78/686/CEE, de
25 de julio de 1978, sobre el reconocimiento recíproco
de los diplomas, certificados y otros títulos de Odon­
tólogo, y al Real Decreto 675/1992, de 19 de junio,
por el que se transponía la Normativa ComunitariasC?bre
el tema al ordenamieRto jurídico español. De dicha nór-:­
mativa se derivaría, según el actor, la licitud de la con­
ducta' por la que fue condenado, por lo que su castigo
por la Sala Segunda del Tribunal Supremo supondría
una lesión del arto 25 C.E., en cuanto reconoce que nadie
será condenado por acción u omisión queen el momento
de su producción no .constituya delito, falta o infracción
administrativa, según la legislación vigente en aquel
momento. Esta conclusión pretende ser demostrada por
el actor mediante unacompleja y abigarrada argumen­
tación en torno al art.19 bis de la mencionada Directiva,
que establece los requisitos que han de satisfacer quie­
nes hayan cursado estudios en España para lograr su
reconocimiento por los Estados miembros a los efectos
del ejercicio de las actividades propias de la Odontología.
Arguye el actor que resultaría incoherente que. quien,
como él, posee título de Ucenciado en Medicina y cumple
el resto de los requisitos exigidos en el mencionado pre­
cepto se le permita ejercer como Odontólogo en otro
país miembro de la Comunidad y, ~in embargo, se le
prohíba ejercer como tal en España. La única posibilidad
de salvar dicha incongruencia sería entender que quien
cumple las condiciones del arto 19 bis tambi.én puede
ejercer lícitamente la Odontología en España.

.A) Para probar la carencia de fundamento de la que­
ja transcrita no resulta necesario un pormenorizado aná­
lisis de la compleja argumentación utilizada por el actor,
sino que basta subrayar algo que se evidencia con su
simple lectura: la inconsistencia del presupuesto sobre
el que se sustenta su construcción argumental. El actor
denuncia la inaplicación de una normativa, la Directiva
78/686/CEE, que en modo alguno le es aplicable, pues
ésta versa sobre el reconocimiento recíproco de los diplo­
mas, c-ertificados y otros títulos de Odontólogo, conte­
niendo una serie de medidas destinadas a facilitar el
ejercicio efectivo del derecho de establecimiento y de
libre prestación de servicios; derechos éstos pertenecien­
tes al estatuto jurídico del ciudadano comunitario (arts.
8.2 y 8.A. 1 del Tratado constitutivo de la CEE modificado
por el Tratado de la Unión Europea de 7 de febrero
de 1992) y que el recurrente nunca ha pretendido
ejercer.

En el supuesto de hecho que dio lugar a la resolución
judicial impugnada no nos encontramos, en efecto, ante
una situación intracomúnitaria relativa a una actividad
del nacional de un Estado miembro en otro Estado miem­
bro que justifique .Ia aplicación ·de la Normativa Comu­
nitaria, dado que el -recurrente es un nacional español
que ha ejercido habitualmente la Odontología en nuestro
'país, intentando justificar la licitud de su actividad con
un título obtenido en ,España, el de Licenciado en Medi­
cina y Cirugía. Nos·hallaríamos, pues, ante· lo que el·
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas deno­
mina «situaciones puramente internas)), exentas por
completo de la intervención del ordenamiento de la CEE.

De .ahí que resulte igualmente inaplicable al, presente
recurso de amp"aro la jurisprudencia del T.J.C.E. que el
actor cita en apoyo de sus pretensiones. Tanto la Sen­
tencia J. Knoors, de 7 de febrero de 1979 (asunto núm.
115/78), como la Sentencia Broekmenlen, de6 de octu­
bre de 1981 (asunto núm. 246/80), consagran la obli­
gación de los Estados miembros de reconocer el bene­
ficio de las Disposiciones del Derecho Comunitario a. ,

aquellos de sus nacionales que, haciendo uso de las
facilidades existentes en materia de circulación y de esta­
blecimiento, ·han adquirido las cualificaciones profesio­
nales contempladas por una Directiva en otro ". Estado
miembro, lo que no es el caso del actor. .

La situación del recurrente no rebasa, pues, los límites
del ordena'miento jurídico interno, de cuya razonada y
fundamentada interpretación deduce el Tribunal Supre­
mo,· siguiendo una consolidada línea jurisprudencial de
su Sala Segunda, «que las normas administrativas vigen­
tes en la materia siempre han exigido y exigen la titu­
laridad de Odontólogo o de Médico Estomatólogo para
las operaciones de prevención, diagnóstico y tratamiento
de las anomalías y enfermedades de la boca y dientes (... ),
de modo que los que simplemente tienen el título de
Licenciéldo en Medicina y Cirugía no se eric,"-,entran habi­
litados para tales menesteres)), calificando y castigando
consecuentemente la conducta del recurrente como un
delito de usurpación de funciones, previsto y penado
en el art. 321 C.P. Ningún reproche merece, desde la
óptica del principio de legalidad, la integración e inter­
pretación que del art. 321 C.P. realizó el Tribunal Supre­
mo en la Sentencia recurrida, al tratarse de una inter­
pretación lógica, rninuciosa y suf.icientemente fundada,
sin que se.aprecie, en allala incorporación de algún ele­
mento que no estuviera previamente. contenido en la
norma· y que convirtiera la decisión judicial en una apli­
cación analógica in malam partem del tipo penal. Cons­
tatados estos extremos, baste, recordar que, según rei­
terada jurisprudencia constitucional, la función de inter­
pretar y aplicar la legislación vigente, subsumiendo en
las normas los hechos que llevan a su conocimiento,
es una función que, de acuerdo con loestabl~ido en
el art. 117.3 C.E., corresponde en exclusiva a los Jueces
y Tribunales ordinarios, sin que este Tribunal pueda sus­
tituirlos en el ejercicio de dicha tarea (SSTC 16/1981,
89/1983, 105/1983, 111/1993, .entre otras muchas).

, ,

B) Para finalizar con el análisis del presente motivo
del amparo, y a mayor abundamiento, cabría a,ñadir el
argumento a contrario esgrimido pQr el actor cuando
denuncia la incongruencia que supondría admitir que
quien,-- como él, cumple los requisitos exigidos por el
arto 19 bis de la Directiva 78/686/CEE para poder ejer­
cer como Odontólogo en los países de la Comunidad,
np pueda ejercer como tal en España. Dicha alegación
es incapaz de, demostrar la pretendida licitud de la con­
ducta por la que el actor fue condenado, y ello, fun­
damentalmente, porque al igual que el conjunto de la
argumentación con que se articula el presente motivo
del ampar:o, está sustentada en una premisa inexacta. '
y es que el actor en modo alguno cumple las condiciones
mencionadas en dicho precepto. .

Además de estar en posesión del título de Licenciado
en Medicina y Cirugía correspondiente a estudios comen­
zados antes del 1 de enero de 1986, de haber ejercido
con carácter principal en el campo .de' la Odontología
durante tres años consecutivos en el curso de los cinco
últimos y la obtención de la acreditación de tales extre­
mos expedida por el Ministerio de Educación y,Ciencia,
tanto la Directiva' 78/686/CEE como el Real Decreto
675/1992 exigen que dicho ejercicio durante esos tres
años haya tenido lugar, además de con carácter principal,
lícitamente. Lo cual, como pusieron de manifiesto el
MinisteriG Fiscal y el Colegio de Odontólogos y, Esto­
matólogos de Cataluña en sus escritos de alegaciones,
en modo alguno es el caso del solicitante de amparo.
Como hemos tenido ocasión de comprobar, según la
constante línea jurisprudencial de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, suscrita razonadamente en la Sen..
tencia i,[npugnada, tan sólo quienes están en posesión
del Título de Odontólogo o de Médico Estomatólogo,
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y no los simples Ucenci:ados ,en Medidnay Cirugía,pue­
den dedicarse ffcité!lmente al ,ejercicio profesional de las
actividades' inctuidas en dichas especialidades. A ello
cabe añadir que este Tribunal, si bien en sendas decla­
raciones de obiter dieta, ha tenido' ocasión' depronun­
ciarse al respecto, en el sentido de reconocer que mien­
tras en España no· existía la titulación en ' Odontología
-desde 1948 a 1986- a las personas que realizaban
sus estudios en nuestro país se les exigía para ejercer'
la profesión curativa de la boca el título de Licenciado '
en Medicina más el de Especialistá ..en Estom~tología
(STC 221/1988,_ fundamento Jurídico 3.°, y ATC
420/1985, fundamento jurídico 2.°). . '

En virtud de lo expuesto ha de concluirse que ninguna
vulneración del 'principio de legalidad'penal cabe imputar
al Tribunal Supremo al condenar al recurrente, como
autor responsable de .un delito del arto 321 C.P., por'
haberse dedicado al diagnóstico y tratamiento de pato.
logías bucales estando en posesión solamente del título
de Licenciado en Medicina.

4. Por lo que respecta'al principio de igualdad (art.
14 C.E.)~alega el solicitante de amparo que'1a Sala Segun­
da del Tribunal Supremo, al condenarle por. un delito,
de 'usurpación, de funciones por haber ejercido activi­
dade~ propi'as de la Odontotogía sin estar en posesión
del necesario títu,lode Especialista, le habría~hecho obje­
to de un ·trato desigualitario, lesivo del arto ·14 e.E. Como
término de comparación de la relación desigualitaria pro.
pone la situación de aquellos que han cursado ~us estu­
dios en otro, país miembro de ,la'Comunidad, y que con
su misma.' formación académica sí. podrían ejercer la
Odontología en España. . . .

La afirmación de que quienes han. cursado los estu­
dios universitari,os de Medicina en otros Estados miem- .
bros de Ja CEE~ y concretaille'nte:en Italia, pueden ejercer
comO- Odontólogos en núestro país, no es conforme con
lo dispuesto en.Ia Normativa Comunitaria sobre la mate-

, ria 'y el Real Decreto: 675/1992, de 19 de junio, por
el que. se regulaba el reconocimiento de diplomas,. cer­
tificados y',otros títulos de Odontólogo de los' Estados
miembros de la CEE, así como el ejercicio efectivo' del
derecho d,e estable,Cimiento y de libre prestación de ser-­
vicios. El·anexo l, de esta disposición contiene una rela­
ción de los diferentes títulos que españa reconoce 'para
el acceso y ejercicio 'en nuestro país de la profesión
de Odontólogo, con iguales efectQs que el título ofici~1

español. de Licenciado en Odontología, relación en la
que no see!"'cuentra la simpleLicenciatura en Medicina.
Estos títulos, incluidos los expedidos por Italia, con inde­
pendencia de .Ia denominación que reciban, han de
garantizar las. condiciones de formación que se espe­
cifican .. en el.,anexo 11 del mencionado Real D~creto, y
que coinciden exactamente con el contenido con el que
el arto 2 del Aeal De9reto 970/1986 configura el título
español de Licenciado en Odontología, que' sigue las
exigencias" de 'formación establecidas por la Directiva
78/686/CEE para hacer posible el reconocimiento recí­
proco de tales estudios.

Por 100que'~a Italia raspe,cta, y dado que el recurrente
hace una esPecial referencia a este país: baste señalar
que'si- bien es cierto que I'as actividades odontológicas
eran ejercidas allí exclusivamente por Médicos,' aunque
carecieran de. especialización en la materia, la.Directiva
78/686/CEE, de 25 de julio, tuvo-por objeto, entre otros,
«obligar a "talia a 'Crear. una nueva categor~a de profe- .
sionales .facultados para ejercer las facultades odonto.
lógicas con un título distinto del de Médico)), categoría
que, segun la mencionada Directiva, debía responder
a los Gritarios en ella establecidos, por lo que se concedía
a Italia ~n plazo supletorio para que pudiera cumplir tales
medidas. Y como también establecen los considerandos

finales y' el arto 19 de la Directiva 78/686/CEE, sólo
a partir de que Italia cumpla las mencionadas exigencias
los Estados' miembros reconoéerán, a los efectos del
ejercicio de la Odontología, los diplomas, títulos y cer-
tificados expedidos en 'este país. /'

lo expuesto hasta el momento evidencia la falta de
consistencia de la lesiónde'l principio de igualdad que
el recurrente ha preterididoconstruir, pues la normativa
citada demuestra que quien ha 'obtenido en un país
miembro "de la CEE una titulación similar a la que posee
el actor, de Licenciado/ en Medicina, no podría ejercer
en nuestro país la actividad de prevención, diagnóstico
y tratamiento de anomalías y enfermedades de los dien­
tes, boca: maxilares y tejidos anejos, propia de un Odon­
tólogo; por .lo que no concurre el presupuesto para que
pudiera producirse la situación fáctica de desigualdad
denunciada por el solicitante de amparo, haciendo ello
innecesaria cualquier otra consideración acerca de los
requisitos normativos que deben concurrir en. una situa­
ción real de· discriminación para que ésta posea tras-
cendencia constitucional. '

'FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUToRmAD 'QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparó solicitado PQr don Norberto Man­
zanares Mayandía.

Publíquese esta Sentencia en el eeBoletfn Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veinticinco de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.-José Gabaldón
López.-Fernando Garcra-Mon y González Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal Allende~-Julio Diego González Cam­
pos.-CarlesViver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.

22478 Sala Segunda. 'Sen.tencia 138/1995, de 25
de septiembre de 1995. Recurso de amparo

,1.646/1993.Contra Sentencia de la Sala Pri-'
mera del Tribunal Supremo dictada en casa­
ción contra' la de la Audiencia Provincial de
Madrid, parcialmente estimatoria de recurso
de apelación promovido contra la dictada por
el Juzgado' de Primera Instanqia núm. 16 de
esa capital, en autos sobre declaración de
derechos. Supuesta vulneración del derecho
a la ,tutela judicial efectiva: denegación de
recurso, no lesiva del derecho..

I

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Jósé Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal y Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás s. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

Ef)el recurso de amparo núm. 1.646/93, promovido
por don Juan Vallet Regí, Abogado que actúa en su
propia defensa representado por el Procurador de los


